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Auto de fe

Gabriel Zaliasnik
Profesor de Derecho Penal
Fac. de Derecho Universidad de Chile

L
a agresión en la Universidad Austral de Valdivia a la ministra
Ximena Lincolao nos recordó la vieja pulsión de la extrema
izquierda por transformar a los adversarios en herejes. Por
lo mismo, la violenta escena de insultos, hostigamiento,
encierro y humillación pública tuvo algo inquietantemente

parecido a la lógica de los antiguos autos de fe de la Inquisición. En
efecto, la sola presencia de la ministra Lincolao pareció gatillar el
mecanismo moral de un grupo convencido de poseer pureza ideo-
lógica, convirtiendo a su circunstancial víctima en símbolo del mal
mediante una premeditada ceremonia de castigo destinada a escar-
mentar en lugar de debatir.

A lo largo de la historia, el auto de fe no fue solo una suerte de acto
judicial eclesiástico, sino también un teatro pedagógico del poder.
Su función era exhibir al desviado, señalarlo ante la comunidad y
reafirmar, mediante su sometimiento, la ortodoxia religiosa domi-
nante. Algo de esa estructura se repite cuando una universidad deja
de ser espacio de discusión y se convierte en escenario de expiación
política. La autoridad ya no es una interlocutora legítima, sino solo
un cuerpo sobre el cual descargar una fanática y sobreideologizada
indignación moral. No se busca refutarla, sino degradarla. No se la
invita a responder, sino a soportar el ritual de la condena.

Sin lugar a dudas esa es la dimensión más alarmante de la violen-
cia expuesta en Valdivia. La funa, el cerco, el escrache, la humilla-
ción colectiva, incluso cuando se presenta como protesta legítima,
degenera en una dramaturgia de purificación, donde lo central no
es la justicia de una demanda, sino el goce de castigar al adversa-
rio. Cuando ello ocurre en la universidad, el problema es aún ma-
yor, porque por definición es el lugar donde una sociedad aprende a
convivir con el desacuerdo y no donde reedita, bajo ropajes políticos
modernos, antiguos ritos de excomunión.

En su única novela -"Auto de fe"- el premio Nobel Elias Canetti
narra la historia de Peter Kien, un académico especialista en China,
propietario de una enorme biblioteca de la que se ocupa él mismo.
Se trata de un hombre agresivo, misógino y para quien la vida en
sociedad se encuentra degradada. Al igual que ahora en la Univer-
sidad Austral de Chile, pero antes en otros recintos universitarios,
las escenas de violencia reflejan la misma degradación del espacio
civilizado. La inteligencia cede ante la masa, y el disentimiento se
transforma en culpa. Como en el libro de Canetti, el mundo del saber
no logra contener la barbarie, sino que, por momentos, parece in-
cluso incubarla. Instituciones que suelen pensarse a sí mismas como
espacios de emancipación y pensamiento crítico caen en formas pri-
mitivas de intolerancia.

Lo ocurrido en Valdivia no debe leerse entonces solo como un ex-
ceso puntual ni como un incidente aislado, sino como una adverten-
cia. No hacen falta hogueras para reconocer el espíritu del auto de fe
que anida en la derrotada extrema izquierda chilena.

Integridad: del dicho
al hecho

María Jaraquemada
Abogada

L
a OCDE publicó recientemente la segunda edición de su
estudio sobre integridad y anticorrupción, analizando
tanto a países miembros como asociados. El informe no
solo revisa los marcos legales, sino su aplicación efecti-
va mediante indicadores clave de implementación. Los

resultados revelan una distancia crítica entre la norma y la rea-
lidad. En promedio, los países de la OCDE presentan una brecha
de implementación de 19 puntos porcentuales. El área con mayor
disparidad es la de conflictos de intereses, donde la normativa al-
canza un 80% de desarrollo, pero su aplicación real cae al 45%. En
contraste, la transparencia en la información pública muestra un
mejor desempeño (72% frente a 62%).

Para hacer frente a lo anterior, la OCDE hace un llamado a pasar
de la cultura estrictamente formal o de normas a un enfoque ba-
sado en riesgos, que busque obtener resultados y que optimice el
uso de las tecnologías, los datos y la digitalización para facilitar su
implementación. Para esto, es clave que pensemos en la integri-
dad como un esfuerzo del Estado, que traspasa gobiernos de turno
y en el que participan todos los poderes, además de la sociedad
civil y el sector privado.

Nuestra región ha adoptado formalmente instituciones de in-
tegridad y la mayoría de los países cuenta con declaraciones de
intereses y patrimonio. Sin embargo, la información suele ser
opaca o carece de entes fiscalizadores con capacidad de sanción.
En Chile, esta realidad es evidente en el Congreso. A diferencia
del Poder Ejecutivo, donde la Contraloría realiza cruces de infor-
mación y exige cumplimiento de las declaraciones de intereses y
patrimonio, en el Legislativo esto no ocurre y, en el caso del acceso
a la información pública, el Consejo para la Transparencia carece
de facultades para fiscalizar o sancionar infracciones. Lo mismo
ocurre en el Poder Judicial y otras entidades autónomas.

Así mismo, hoy tenemos mucha información a manos del Esta-
do que se trabaja en silos y que no se utiliza de modo inteligente
para que se puedan prevenir irregularidades, ni para qué decir
la ausencia del registro público y centralizado de beneficiarios
finales, que contribuiría de modo importante a recaudar mejor
los impuestos adeudados, así como seguir la ruta del dinero del
crimen organizado de modo más eficaz.

Tomarse la integridad en serio requiere no solo modernizar las
regulaciones, sino también dotar de las capacidades y recursos
necesarios para su adecuada implementación. Como indica el in-
forme de la OCDE "La recesión mundial del Estado de derecho ...
con la reducción del espacio cívico y el debilitamiento de los me-
canismos de controles y equilibrios, hace aún más esencial contar
con unos sistemas sólidos de integridad pública, en todos los ám-
bitos del Estado". Por que como bien sabemos, del dicho al hecho,
hay un largo trecho.

ESPACIO ABIERTO

Falla crítica de un
buen médico

Guillermo Larraín
FEN Universidad de Chile

Un amigo me dice que Jaime Maña-
lich, el ex ministro de Salud, es un
buen médico. Confío en su opi-
nión así que doy por sentado que,
en tanto médico, el doctor sabe lo

que dice. La semana pasada, sin embargo, el Sr.
Mañalich acusó a la Comisión para el Mercado
Financiero (CMF) de incurrir en una "Falla crí-
tica". Dicha acusación es coherente con que se
trata de un buen médico.

La columna parte defendiendo el rol de los
actores privados en la provisión de servicios
de salud. Soy partidario de la colaboración pú-
blico-privada en salud, en parte por las razo-
nes señaladas por Mañalich. Es difícil rebatir

la idea que los mercados son instrumentos
útiles para ampliar la cobertura de servicios.
El problema no es ese. El desafío es generar
condiciones equitativas para que las perso-
nas accedan a dichas prestaciones. El AUGE
es una brillante muestra de colaboración pú-
blico-privada.

Enseguida la columna, de manera confu-
sa, se centra en la Clínica Las Condes (CLC),
una entidad de alta complejidad en dos sen-
tidos. Mañalich destaca una -la complejidad
clínica - pero omite la otra: la de su gobier-
no corporativo. La parte más sorprendente
es que dice "el fracaso completo ha sido de
la CMF. A pesar de múltiples alarmas, falló,
permitiendo que en algunos casos las insti-
tuciones sean administradas precariamente,
llevando a crisis que arriesgan la sostenibili-
dad del prestador".

A diferencia de otras clínicas, como la
Alemana o Los Andes, CLC es una socie-
dad anónima abierta con una estructura de
propiedad dispersa. Algo que distingue a
CLC es que médicos juegan un doble rol de
accionistas minoritarios y prestadores de
servicios. Es difícil saber la materialidad de
esto porque no conocemos los beneficiarios
finales de las sociedades propietarias, pero
de darse esta figura sería una fuente de con-

flicto de interés. Sugiero aclarar este punto
pues es una fuente de riesgo que puede ser
relevante. Es la estructura que adoptó CLC y
lo importante es que los proveedores de fi-
nanciamiento lo sepan.

El deterioro financiero e inconsistencias
detectadas por el propio directorio lo lleva-
ron a realizar auditorías forenses, identificar
pérdidas en empresas filiales y realizar apor-
tes de capital extraordinarios. Cuánto de esta
mala gestión puede estar relacionada o agra-
vada por conflictos de gobierno corporativo
y cuánto pudiera ser otro tipo de irregulari-
dades no se sabe, pero todo indica que hay
un problema interno en la empresa.

En una economía descentralizada la ges-
tión es materia de los propietarios. Pedir a la
CMF que impida administraciones "preca-
rias" es renunciar a la descentralización de la
gestión empresarial y arriesgar la integridad
del regulador cuyo rol propio no es adminis-
trar empresas. La CMF no tiene que ver con
CLC como prestador privado de servicios
de salud, sino como emisor de instrumen-
tos de oferta pública. Siguiendo los mejores
estándares internacionales, la regulación fi-
nanciera aspira a que la CMF actúe cuando
la gestión empresarial se transforma en un
tema de mercado, no antes.
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